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13/2015
SESIÓN EXTRAORDINARIA DE LA JUNTA DE GOBIERNO LOCAL 

DÍA 30 DE DICIEMBRE DE 2015
                                                                                      
1º. Lectura y aprobación, si procede, del borrador del acta de la sesión anterior.
Se aprueba por unanimidad.
2º. Ordenación de gastos y pagos. 
No se trajeron. 
3º. Licencias urbanísticas.
Sin asuntos.

4º. Vallados.
 Considerando la instancia presentada por don Serapio Cabanillas García, en solicitud de vallado de la parcela 3 del polígono 37, esta Junta de Gobierno acuerda, por unanimidad, otorgar la licencia solicitada.

Los vallados, en todo caso, deberán realizarse conforme establece el artículo 7.6 de la Ordenanza fiscal T-U-7, reguladora de la “Tasa de Ocupación, vuelo, subsuelo y suelo, (solares sin cercar)” y siempre que se cumplan las condiciones que en ella se establecen que, entre otras, son las siguientes:


1º.- En caminos no se permitirán a menos de 4,5 metros del eje central del mismo.


2º.- Los cerramientos o vallas en suelo no urbanizable de especial protección, no podrán lesionar el valor específico que se quiere proteger.

3º.- La altura del vallado o cerramiento en caminos se realizará a una altura mínima de 1,20 metros.


Si se trata de solar o parcela colindante con la vía pública la altura mínima será de 1,80 metros y deberá seguir la línea de edificación.


Dichas licencias se entienden concedidas a salvo del derecho de propiedad y sin perjuicios del de terceros. Así mismo, se recuerdan las obligaciones que se pudieren derivar, en su caso, de la normativa en materia de carreteras, aguas o cualquier otra de carácter sectorial.

Caso de que dicha parcela esté incluida en el lote, no podrá cortar el mismo.

Así mismo, se acuerda por unanimidad liquidar los tributos correspondientes conforme a las ordenanzas fiscales de aplicación, que se tramitarán en expediente aparte.
5º. Escritos e instancias.

5º1º. Escrito presentado por don Isidro García Nogales, con DNI número 53.572.347 - B, en declaración responsable para inicio de actividad de venta al por menor de equipos electrónicos, en local de 100 metros cuadrados, situado en calle Mesones, nº 10.

Considerando el escrito citado, en el cual, además de los datos y referencias incluidos en el encabezamiento del presente punto, el interesado declara que la actividad cumple con todos aquellos requisitos exigibles de acuerdo con la normativa vigente tanto a nivel estatal como municipal.


Considerando lo dispuesto en los artículos 1 a 5, ambos inclusive, de la Ley 12/2012, de 26 de diciembre, de medidas urgentes de liberalización del comercio y de determinados servicios, en relación con el Anexo de dicho texto legal; en el artículo 71.bis de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común; y demás disposiciones de general y pertinente aplicación.

Resultando que esta Junta de Gobierno Local es competente para resolver, por unanimidad se adopta el siguiente acuerdo:


Primero. Tomar conocimiento de la declaración responsable presentada por don Isidro García Nogales, con DNI número 53.572.347 - B, para inicio de actividad de venta al por menor de equipos electrónicos (epígrafe 653.2 de los citados en el Anexo de la Ley 12/2012, de 26 de diciembre, de medidas urgentes de liberalización del comercio y de determinados servicios), en local de 100 metros cuadrados, situado en calle Mesones, nº 10.


Segundo. Determinar que el ejercicio de la actividad se iniciará y llevará a cabo bajo la exclusiva responsabilidad del titular de la misma, y que la presentación de la citada declaración responsable no prejuzgará en modo alguno la situación y efectivo acomodo de las condiciones del establecimiento a la normativa aplicable, ni limitará el ejercicio de las potestades administrativas de comprobación, inspección, sanción y, en general, de control que a la Administración le estén atribuidas por el ordenamiento sectorial aplicable en cada caso.


Tercero. Aprobar la liquidación de cuantos tributos procedan, que se tramitarán y notificarán en expediente aparte. 


Cuarto. Notificar el presente acuerdo a cuantos aparezcan como interesados en el expediente.
6º. Otros asuntos.


6º.1º. Resolución de expediente sancionador 1/2015.

Considerando el expediente sancionador 1/2015, seguido en este Ayuntamiento contra don Francisco Garrido Mateos, cuyos demás datos obran en el propio expediente, titular del establecimiento denominado “Bar Garrido”, situado en Calle Nueva, nº 1.


Considerando que el expediente se inició mediante Decreto de 22 de abril de 2015, y cuya parte dispositiva decía lo siguiente:
· Identificación del denunciado: Don Francisco Garrido Mateos, con DNI número 08897527 - T.

· Hechos por los que se inicia el expediente: Existencia en el local del que es titular (Bar “Garrido”, situado en Calle Nueva, nº1), de equipos de reproducción sonora, y uso continuado de los mismos, según actas de inspección giradas por agentes de la autoridad en fechas 24/11/2014 y 14/4/2015, a instancias y petición expresa de don Manuel Torres Valor,  con DNI  51.960.660 – A, denunciante e interesado en el expediente.

· Disposiciones infringidas: Artículo 153.3.c) de la Ley 5/2010, de 23 de junio, de prevención y calidad ambiental de la Comunidad Autónoma de Extremadura, en relación con los artículos 68 a 74, ambos inclusive, de dicha Ley.

· Calificación: leve.

· Sanciones aplicables (artículo 154.1.c de la Ley 5/2010, de 23 de junio): 

· Multa de hasta 20.000 euros.

· Clausura temporal, total o parcial, de las instalaciones por plazo máximo de seis meses.

· Instructor: el Secretario – Interventor de este Ayuntamiento.

· Secretario: no se designa.

· Régimen de recusación del instructor: el previsto en los artículos 28 y 29 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común.

· Órgano competente para resolver: la Alcaldía.

· Plazo máximo para resolver: 12 meses (artículo 169.1 de la Ley 5/2010, de 23 de junio).
Considerando que el citado Decreto fue notificado al denunciante y al denunciado, con indicación de que tenían los derechos señalados en el mismo y, en particular, el de audiencia en el procedimiento y a formular y aportar cuantas alegaciones, documentos o informaciones estime convenientes y, en su caso, a proponer prueba, concretando los medios de los que pretenda valerse, y ello en el plazo de quince días hábiles a contar desde el siguiente al de notificación del presente Decreto

Considerando que don Manuel Torres Valor, en su condición de interesado, por denunciante, presentó escrito registrado el día 13 de mayo de 2015, por el cual, en síntesis, aportó documentación, la cual tuvo las resultas que en su fase se dirán.


Considerando que el denunciado, en dicho trámite, no presentó escrito alguno.


Considerando que mediante escrito de 5 de octubre de 2015 se notificó a los interesados el Pliego de Cargos recaído en el expediente, con el siguiente texto:

· “Hechos imputados: Existencia en el establecimiento denominado “Bar Garrido”, sito en Calle Nueva, nº 1, de equipos de reproducción sonora, y uso continuado de los mismos. 

· Denunciado: Don Francisco Garrido Mateos, con DNI 8897527 – T.

· Falta presuntamente cometida: Falta leve 

· Sanciones aplicables (artículo 154.1.c de la Ley 5/2010, de 23 de junio, de prevención y calidad ambiental de la Comunidad Autónoma de Extremadura:

· Multa de hasta 20.000 euros.

· Clausura temporal, total o parcial, del establecimiento, por plazo máximo de seis meses.

Notifíquese al denunciado y al denunciante, concediéndoles a ambos un plazo de diez días para contestarlo, y para que aduzcan las alegaciones y aporten los datos, documentos u otros elementos de juicio que consideren pertinentes, así como para que propongan las pruebas que estimen convenientes, con indicación de los medios de que pretendan valerse.”
Considerando que el denunciado presentó, el día 15 de octubre de 2015, escrito de alegaciones, en el cual solicitó, tras argumentar lo que a su derecho convenía y en los términos que figuran en el propio escrito mencionado, que se archivara sin más trámite el expediente.


Considerando que, mediante escrito registrado el día 26 de octubre de 2015, el denunciante formuló las siguientes peticiones:

· Que le fuera impuesta al inculpado la sanción de clausura de las instalaciones por plazo máximo de seis meses.

· Que la prueba propuesta por dicha parte consistía en la documental obrante en el expediente y, muy especialmente, la pericial ya propuesta por el denunciante.

Considerando que mediante escrito de 13 de noviembre se dio traslado a las partes del escrito sobre medios y periodos de prueba, que tenía el siguiente tenor literal en su parte dispositiva:

“Primero. Abrir periodo de prueba, por plazo de diez días, que se consideran suficientes en orden a la práctica de las mismas.



Segundo. Tener por admitir como medios de prueba los siguientes:

1. Documental. 

A) Todos los documentos obrantes en el expediente y, en particular, los siguientes:

· Informe emitido el día 24 de noviembre de 2014 por Auxiliar de la Policía Local, donde da cuenta del resultado de la inspección realizada al establecimiento el día 20 del mismo mes y año.

· Informe emitido por los Auxiliares de Policía Local el día 14 de abril de 2014, en el que se da cuenta del resultado de la inspección realizada al establecimiento en esa misma fecha.

B) Certificación que habrá de emitirse por Secretaría, y que en este mismo momento se ordena, en la cual se acredite si, además del denunciante, se han formulado en este Ayuntamiento otras denuncias o quejas de vecinos en relación con el funcionamiento del establecimiento denominado “Bar Garrido”.


2. Pericial

A) Los informes presentados por el denunciante junto con su escrito registrado en este Ayuntamiento el día 13 de mayo de 2015.

Tercero. En atención a la naturaleza de las pruebas admitidas, no se considera necesario su comunicación a los interesados, en aplicación del artículo 81 de la LRJAPPAC. No obstante lo anterior, y para garantizar todos los posibles derechos de aquéllos, dese traslado del presente escrito a los mismos.”

Considerando que por medio de escrito de 30 de noviembre de 2015, se trasladó a los interesados la propuesta de resolución formulada por el instructor del expediente, cuyo texto íntegro se transcribe a continuación:
“El Instructor que suscribe, designado a tal efecto por Decreto de Alcaldía de  22 de abril de 2015 en el presente expediente sancionador, formula la siguiente propuesta de Resolución:


Resultando que mediante Decreto de 22 de abril de 2015 se acordó “Incoar, en virtud de denuncia formulada por don Manuel Torres Valor, expediente sancionador 1/2015 a don Francisco Garrido Mateos, con DNI número  08897527 – T, titular del establecimiento público denominado “Bar Garrido”, sitado en Calle Nueva, nº 1, para determinar las infracciones en que hubiera podido incurrir y la aplicación, en su caso,  de las sanciones que en Derecho procedan, todo ello sin perjuicio de las posibles y eventuales responsabilidades de orden penal, expediente que tiene los siguientes datos básicos:
· Identificación del denunciado: Don Francisco Garrido Mateos, con DNI número 08897527 - T.

· Hechos por los que se inicia el expediente: Existencia en el local del que es titular (Bar “Garrido”, situado en Calle Nueva, nº1), de equipos de reproducción sonora, y uso continuado de los mismos, según actas de inspección giradas por agentes de la autoridad en fechas 24/11/2014 y 14/4/2015, a instancias y petición expresa de don Manuel Torres Valor,  con DNI  51.960.660 – A, denunciante e interesado en el expediente.

· Disposiciones infringidas: Artículo 153.3.c) de la Ley 5/2010, de 23 de junio, de prevención y calidad ambiental de la Comunidad Autónoma de Extremadura, en relación con los artículos 68 a 74, ambos inclusive, de dicha Ley.

· Calificación: leve.

· Sanciones aplicables (artículo 154.1.c de la Ley 5/2010, de 23 de junio): 

· Multa de hasta 20.000 euros.

· Clausura temporal, total o parcial, de las instalaciones por plazo máximo de seis meses.

· Instructor: el Secretario – Interventor de este Ayuntamiento.

· Secretario: no se designa.

· Régimen de recusación del instructor: el previsto en los artículos 28 y 29 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común.

· Órgano competente para resolver: la Alcaldía.
 
· Plazo máximo para resolver: 12 meses (artículo 169.1 de la Ley 5/2010, de 23 de junio).”

Resultando que junto con la notificación del citado Decreto, que se efectuó en forma a los dos interesados en el expediente (denunciante y denunciado), se les informó a ambos de que tenían derecho de audicencia en el procedimiento, y a formular y aportar cuantas alegaciones, documentos  o informaciones estimasen convenientes y, en su caso, a proponer prueba, concretando los medios de que pretendieran valerse, y ello en el plazo de quince días hábiles a contar desde el siguiente al de la notificación del meritado Decreto.


Resultando que, dentro del plazo citado, el denunciado no formuló alegaciones ni compareció en el expediente a ningún efecto.


Resultando que el denunciante presentó escrito, que fue registrado en este Ayuntamiento el día 13 de mayo de 2015, por el cual aporta (sic) “…Informe técnico pericial de comprobación y certificación del cumplimiento del Decreto 19/1997 de la Junta de Extremadura, en cuanto a los niveles de transmisión de ruido al interior y al exterior…de la vivienda de mi propiedad, sita en Calle Nueva, 4, de Valle de la Serena, procedentes de la actividad desarrollada en el local de ocio denominado “Bar Garrudo”,sito en la Calle Nueva, nº 1, efectoado por …Ingeniero Técnico Industrial…”, informe en el cual se certifican todos los extremos que en citado informe constan.


Considerando que, en el citado escrito, el denunciante propone que el informe y el certificado que aportó sean tenidos en cuenta como prueba, y que sean tenidos en consideración para la determinación de los hechos denunciados, así como para la valoración y graduación de la sanción a imponer al infractor, que deberá ser la máxima permitida por la ley, sostiene el denunciante.


Considerando que mediante escritos del día 5 de octubre de 2015 se envió tanto al denunciado como al denunciante el pliego de cargos recaído en el expediente, firmado con esa misma fecha, recordándoles que tenían todos los derechos señalados en el texto del mismo (a saber, que disponían de un plazo de diez días para contestarlo, y para que adujeran las alegaciones y aportasen los datos, documentos u otros elementos de juicio que considerasen pertinentes, así como para que propusieran las pruebas que estimasen convenientes, con indicación de los medios de que pretendieran valerse).


Considerando que el pliego de cargos contenía los siguientes extremos:
· Hechos imputados: Existencia en el establecimiento denominado “Bar Garrido”, sito en Calle Nueva, nº 1, de equipos de reproducción sonora, y uso continuado de los mismos. 

· Denunciado: Don Francisco Garrido Mateos, con DNI 8897527 – T.

· Falta presuntamente cometida: Falta leve 

· Sanciones aplicables (artículo 154.1.c de la Ley 5/2010, de 23 de junio, de prevención y calidad ambiental de la Comunidad Autónoma de Extremadura:

· Multa de hasta 20.000 euros.

· Clausura temporal, total o parcial, del establecimiento, por plazo máximo de seis meses.

Considerando que el día 15 de octubre el denunciado compareció en el procedimiento, presentando escrito de alegaciones contra el pliego de cargos mencionado, alegando, en síntesis, lo siguiente:

· Niega los hechos imputados.

· Con base en las actas de inspección giradas por este Ayuntamiento, en fechas 24 de noviembre de 2014 y 10 de abril de 2015, en las que se constata la existencia de equipos de reproducción sonora, a todos los establecimientos hosteleros de Extremadura deberían abrírseles expedientes sancionadores.

· Admite ser cierto que en su establecimiento hostelero dispone, como todos los Bares de Extremadura, de televisión y un equipo de música, añadiendo que uno de los televisores suele ponerlos periódicamente, y el equipo de música suele instalarse esporádicamente y en momentos determinados, en días señalados (San Isidro, La Velá, Carnavales…), pero siempre sin rebasar los niveles máximos de emisión sonora procedentes del equipo y, en consecuencias, sin generar molestias, hasta el punto de que en los últimos años no he recibido ninguna queja por parte de lso vecinos residentes permanentemente en el pueblo. La única queja recibida, argumenta el denunciado, ha sido por parte del denunciante, señor Torres Valor, cuyo domicilio habitual se encuentra en Madrid y suele venir a Valle de la Serena en días señalados (San Isidro, La Velá, Carnavales).

· Por último, alega que en cualquier caso se le incoa expediente por tener un equipo musical y por uso continuado (que, dice, no lo es), y eso por sí solo, a su juicio, no es constitutivo de ninguna sanción. Lo sancionable será cuando rebase los niveles máximos de emisión sonora, y en el pliego de cargo no se nos dice cual ha sido los niveles de emisión sonora que su intensidad generan molestias, lo que le genera indefensión, sostiene en fin.

· En el escrito citado no se propone prueba alguna, ni pide conocer los documentos aportados por el denunciante a tal efecto. 


Considerando que el día 26 de octubre de 2015 tuvo su entrada en el Registro de este Ayuntamiento escrito presentado por el denunciante,  en el cual

· Interesa que le sea impuesta al denunciado la sanción de clausura de las instalaciones por plazo máximo de seis meses, pudiendo reducirse dicho plazo si antes acredita el cumplimiento exacto de todas y cada una de las obligaciones que la ley exige a la clase de establecimientos al que pertenece el infractor y la adecuación del local a lo indicado en el proyecto técnico conforme al cual se le concedió la licencia de actividad, sin interesar por tanto la imposición de sanción pecuniaria.

· Propone como prueba la documental obrante en el expediente administrativo y, muy especialmente, la pericial aportada en su día por el denunciante, de la que se ha dado ya cuenta en los considerandos anteriores.


Considerando que con fecha 13 de noviembre de 2015 se redactó por este instructor escrito relativo a los medios y periodos de prueba, por el cual

· se abría un periodo de prueba por plazo de diez días, que se consideraban suficientes en orden a la práctica de las mismas, y

· se tenían por admitidos como medios de prueba los siguientes:
1. Documental. 

A) Todos los documentos obrantes en el expediente y, en particular, los siguientes:

· Informe emitido el día 24 de noviembre de 2014 por Auxiliar de la Policía Local, donde da cuenta del resultado de la inspección realizada al establecimiento el día 20 del mismo mes y año.

· Informe emitido por los Auxiliares de Policía Local el día 14 de abril de 2014, en el que se da cuenta del resultado de la inspección realizada al establecimiento en esa misma fecha.

B) Certificación que habrá de emitirse por Secretaría, y que en este mismo momento se ordena, en la cual se acredite si, además del denunciante, se han formulado en este Ayuntamiento otras denuncias o quejas de vecinos en relación con el funcionamiento del establecimiento denominado “Bar Garrido”.


2. Pericial

A) Los informes presentados por el denunciante junto con su escrito registrado en este Ayuntamiento el día 13 de mayo de 2015 (que consiste en Informe técnico pericial de comprobación y certificación del cumplimiento del Decreto 19/1997, en cuanto a los niveles de transmisión de ruido al interior y al exterior de la vivienda del denunciante, sita en calle Nueva, nº 4, procedentes de la actividad desarrollada en el Bar “Garrido”, donde obra igualmente informe de resultados de mediciones de ruidos realizadas por técnico competente y visado por Colegio Oficial.)

Considerando que dicho escrito les fue notificado tanto al denunciado como al denunciante, sin que ninguno de ellos aportara nada nuevo al respecto.


Considerando que se pueden dar por probados los siguientes hechos, los que son de aplicación, a juicio de quien suscribe, los fundamentos de derecho que se dirán:

· En el establecimiento denominado “Bar Garrido”, situado en Calle Nueva, nº 1, del que es titular don Francisco Garrido Mateos, existen y se usan equipos de reproducción sonora, tales como dos televisores, un equipo de música situado detrás de la barra, y cuatro altavoces, distribuidos por todo el local. Así se constata mediante actas de inspección firmadas por Auxiliares de la Policía Local de este Ayuntamiento en fechas respectivas de 24 de noviembre de 2014 (ésta, firmada por uno de ellos, dando parte del contenido de la visita girada al establecimiento el día 20 de dicho mes y año), y 14 de abril de 2015 (ésta, firmada por los dos Auxiliares de la Policía Local de este Ayuntamiento, dando parte del contenido de la visita girada en esa misma fecha). Los funcionarios firmantes tienen condición de agentes de la autoridad. El artículo 137.3 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común (LRJPAC, en adelante), dice que “Los hechos constatados por funcionarios a los que se reconoce la condición de autoridad, y que se formalicen en documento público observando los requisitos legales pertinentes, tendrán valor probatorio sin perjuicio de las pruebas que en defensa de los respectivos derechos o intereses puedan señalar o aportar los propios administrados”. En idéntico sentido se pronuncia el artículo 147.5 de la Ley 5/2010, de 23 de junio, de prevención y calidad ambiental de la Comunidad Autónoma de Extremadura.

· El denunciado niega los hechos imputados, para a continuación reconocerlos expresamente, al decir en sus alegaciones ser cierto que en su establecimiento hostelero dispone, como todos los Bares de Extremadura, de televisión y un equipo de música, añadiendo que uno de los televisores suele ponerlos periódicamente, y el equipo de música suele instalarse esporádicamente y en momentos determinados, en días señalados (San Isidro, La Velá, Carnavales…), pero siempre sin rebasar los niveles máximos de emisión sonora procedentes del equipo.

· La alegación que sostiene que “Con base en las actas de inspección giradas por este Ayuntamiento, en fechas 24 de noviembre de 2014 y 10 de abril de 2015, en las que se constata la existencia de equipos de reproducción sonora, a todos los establecimientos hosteleros de Extremadura deberían abrírseles expedientes sancionadores”, no puede ser estimada. La igualdad solo cabe predicarla dentro de la legalidad. Ya dijo el Tribunal Constitucional en su Auto 27/1991, de 28 de enero, que “…Como reiteradamente hemos reiterado, en efecto, el principio de igualdad ante la Ley no significa un imposible derecho a la igualdad en la ilegalidad, de manera que en ningún caso puede ser considerado violado aquel a quien se le aplica la ley por el hecho de que no se le aplique a otro”. Valgan como ejemplo de esta Jurisprudencia las Sentencias del Tribunal Constitucional 37/1982, de 16 de junio; 39/1989, de 16 de febrero; 58/1989, de 16 de marzo; y las del Tribunal Supremo de 15 de abril de 1992; de 20 de octubre de 1992; de 31 de enero de 1995; y de 20 de junio de 2001, entre otras muchas y por citar algunas de las más relevantes.

· Tampoco puede prosperar la alegación que sostiene que “…en cualquier caso se le incoa expediente por tener un equipo musical y por uso continuado (que, dice, no lo es), y eso por sí solo, a su juicio, no es constitutivo de ninguna sanción. Lo sancionable será cuando rebase los niveles máximos de emisión sonora, y en el pliego de cargo no se nos dice cual ha sido los niveles de emisión sonora que su intensidad generan molestias, lo que le genera indefensión.” La conducta por la que se abre expediente sancionador nada tiene que ver, en puridad, con la propia emisión de ruidos, sino con la infracción prevista en el artículo 153.3.c) de la ley 15/2010, de 23 de junio: Incumplir las condiciones recogidas en la comunicación ambiental sin que se haya producido un daño o deterioro grave para el medio ambiente o sin que se haya puesto en peligro grave la seguridad o salud de las personas. Al denunciado le fue notificado el día 5 de diciembre de 2014 un acuerdo adoptado por la Junta de Gobierno Local en sesión de esa misma fecha, por el cual se le requería, en su condición de titular del establecimiento afectado, para que el ejercicio de la actividad amparada por la licencia de usos y actividades concedida se lleve a cabo en estricta y exacta conformidad con el contenido de la Memoria redactada por técnico competente que sirvió de base para la concesión de la licencia, señalándose que si no disponía de dicho documento, podría recogerlo en el Ayuntamiento. Dicho acuerdo fue igualmente notificado al denunciante. Ninguno de los interesados recurrió el acuerdo, ni en vía administrativa ni judicial. En este mismo sentido, las pruebas aportadas por el denunciante por las que acreditan emisión e inmisión de ruidos, sólo pueden tenerse en cuenta a los efectos de acreditar, a mayor abundamiento, la tenencia y uso de equipos de reproducción sonora, lo cual supone un incumplimiento de las condiciones de la comunicación ambiental, conducta por la cual se abre el presente expediente sancionador. Los documentos aportados en ese sentido por el denunciante, que se configuran como prueba pericial, no han sido contradichos por el denunciado.

· Para establecer la graduación de la sanción que imponer, sí debe tenerse en cuenta, parcialmente, la alegación formulada por el denunciado cuando sostiene que “…que en los últimos años no he recibido ninguna queja por parte de lso vecinos residentes permanentemente en el pueblo. La única queja recibida, argumenta el denunciado, ha sido por parte del denunciante, señor Torres Valor, cuyo domicilio habitual se encuentra en Madrid y suele venir a Valle de la Serena en días señalados (San Isidro, La Velá, Carnavales).” A tal efecto, y como así se notificó a los interesados, consta en el expediente como prueba documental certificación expedida por la Secretaría del Ayuntamiento, según la cual “en relación con el establecimiento público denominado “Bar Garrido”, situado en Calle Nueva, nº 1, y cuyo titular es don Francisco Garrido Mateos, cuyos demás datos obran en el expediente de su razón, resulta que en este Ayuntamiento no constan otros escritos de denuncia o queja que los formulados y presentados por don Manuel Torres Valor, cuyos datos igualmente figuran en el expediente.” El denunciante solicita que se le imponga al denunciado, como responsable de la infracción ya mencionada, la sanción de clausura de las instalaciones por plazo máximo de seis meses, sin interesar sanción pecuniaria. El punto de discusión se sitúa, a juicio del funcionario que suscribe, en el principio de proporcionalidad de la sanción. El artículo 131.3 de la LRJAPPAC dice que “…en la imposición de las sanciones por las Administraciones Públicas se deberá guardar la debida adecuación entre la gravedad del hecho contitutivo de la infracción y la sanción aplicada, considerándose especialmente los siguientes criterios para la graduación de la sanción a aplicar:

a) La existencia de intencionalidad o reiteración.

b) La naturaleza de los perjuicios causados.

c) La reincidencia, por comisión en el término de un año de más de una infracción de la misma naturaleza, cuando así haya sido declarado por resolución firme.

· En este mismo sentido, la Ley 5/2010, de 23 de junio, de prevención y calidad ambiental de la Comunidad Autónoma de Extremadura, establece, en su artículo 163, que la imposición de las sanciones deberá guardar la debida adecuación entre la gravedad del hecho constitutivo de la infracción y la sanción aplicada, y las sanciones se graduarán atendiendo, principalmente, a varios criterios, entre los cuales son primordialmente de aplicación a este expediente, a juicio de este instructor, los siguientes:

· Las molestias o daños causados a la salud de las personas o el peligro creado para la seguridad de las mismas.

· La magnitud del riesgo objetivo producido sobre la calidad del recurso o los bienes tutelados.

· La existencia de intencionalidad, de concurrencia, o de reiteración.

· La trascendencia y repercusión social de la actuación infractora.

· El Tribunal Supremo, en su Sentencia de 7 de marzo 1996, dice que “…como ha declarado esta Sala en Sentencias, entre otras, de 21 de marzo de 1994, la discrecionalidad que se otorga a la Administración en la imposición de sanciones, dentro de los límites legalmente previstos, debe ser desarrollada ponderando en todo caso las circunstancias concurrentes, al objeto de alcanzar la necesariay debida proporción entre los hechos imputados y la responsabilidad exigida, dado que toda sanción debe determinarse en congruencia con la entidad de la infracción cometida y según un criterio de proporcionalidad en relación con las circunstancias del hecho, proporcionalidad que constituye un principio normativo que se impone como un precepto más a la Administración y que reduce el ámbito de sus potestades sancionadoras ues al ámbito jurisdiccional corresponde no tan sólo la calificación para subsumir la conducta en el tipo legal, sino tambien…adecuar la sanción al hecho cometido, ya que en uno y otro casos el tema es de aplicación de criterios valorativos de la norma escrita o inferibles de principios integradores del ordenamiento jurídico, como son, en este campo sancionador, los de congruencia y proporcionalidad entre la infracción y la sanción (Sentencias de 26 de septiembre y 30 de octubre de 1990 y 29 de abril de 1991, entre otras)…”.

· A juicio de quien suscribe la presente propuesta, de todo lo actuado se puede desprender que la naturaleza de los perjuicios causados y demás circunstancias concurrentes no son de tal entidad para imponer, como sanción, la clausura del local por el tiempo máximo previsto en la Ley, teniendo en cuenta, en lo tocante a la posible sanción pecuniaria, que el propio denunciante no la solicita en cuantía alguna en los escritos presentados en el expediente.


Considerando, en fin, todos los documentos y antecedentes citados y obrantes en el expediente, toda la legislación citada, la jurisprudencia tenida en cuenta, y demás legislación de general y pertinente aplicación, vengo a formular la siguiente propuesta de resolución:


Primero. Desestimar las alegaciones formuladas por el denunciado, en el sentido apuntado en los considerandos de la presente propuesta, estimando, en parte e igualmente en el tenor citado en el cuerpo de la presente, el resto de las formuladas tanto por el denunciado como por el denunciante.


Segundo. Calificar la infracción como leve, por vulneración del artículo 153.3.c) de la Ley 5/2010, de 23 de junio, de prevención y calidad ambiental de la Comunidad Autónoma de Extremdura, en relación con los artículos 68 a 74, ambos inclusive, de dicho texto legal (“Incumplir las condiciones recogidas en la comunicación ambiental sin que se haya producido un daño o deterioro grave para el medio ambiente o sin que se haya puesto en peligro grave la seguridad o salud de las personas”), y ello por los siguientes hechos: existencia en el local del que el denunciado es titular (Bar Garrido, situado en Calle Nueva, nº 1), de equipos de reproducción sonora, y uso continuado de los mismos.


Tercero. Tener por autor de la infracción citada a don Francisco Garrido Mateos, con DNI 08897527 – T, en tanto que titular del establecimiento denominado “Bar Garrido”.


Cuarto. Imponer a Don Francisco Garrido Mateos, con DNI número 08897527 – T la sanción de clausura temporal total del establecimiento denominado “Bar Garrido” por plazo de tres meses, a tenor de lo previsto en el artículo 154.1.c) de la Ley 5/2010, de 23 de junio, de prevención y calidad ambiental de la Comunidad Autónoma de Extremdura.


Quinto. Notificar la presente propuesta de resolución a los interesados, con la indicación de que, de conformidad  con lo establecido en al artículo 14 del Reglamento sobre procedimientos sancionadores seguidos por la Comunidad Autónoma de Extremadura, aprobado por Decreto 9/1994, de 8 de febrero, podrán presentar alegaciones, en el plazo de diez días. Transcurrido dicho plazo, este Instructor remitirá el expediente, incluida la propuesta de resolución y las alegaciones que contra la msima se pudieran formular, a la Junta de Gobierno Local, órgano competente para resolver. En dicho plazo, además, y aunque de conformidad con lo dispuesto en el artículo 84.3 de la LRJAPPAC se acuerda prescindir del trámite de audiencia, se comunica que queda de manifiesto el expediente a los interesados, señalándose en el escrito por el que se dé traslado de la presente la relación de documentos obrantes en el expediente.”

Considerando que el denunciado formuló, en plazo, alegaciones a la propuesta de resolución, por medio de escrito registrado el día 15 de diciembre de 2015, por el cual, en síntesis, alegaba lo siguiente:

· Manifiesta no estar conforme con los hechos a partir de los cuales se inició el expediente.

· Considera ilógico e irrazonable que dando cumplimiento a la normativa de protección contra el ruido por una medición aislada y practicada a instancia del denunciante, señor Torres, sin las garantías necesarias pueda considerarse que se ha incurrido en una infracción administrativa. Más aún, añade, no se tiene constancia de que la emisión del ruido que aparece en el informe de parte, procediera del local y no de alguna persona que permaneciera en la calle o en su propio domicilio cercando al del denunciante. De ninguna manera, sostiene el denunciado en su escrito, queda acreditado en el expediente ni se razona en la propuesta de resolución que los ruidos procedieran del establecimiento. En definitiva, concluye que el informe y la documentación obrante en el expediente (actas), es una medición aislada y practicada sin las garantías necesarias.

· Niega los hechos por los cuales se incoa el expediente, esto es, la tenencia de equipos de reproducción sonora y el uso continuado de los mismos, diciendo que el uso es esporádico.

· Considera que, en caso de imponerse sanción, para ponderarla o graduarla deberían tenerse en cuenta los siguientes hechos:

· El expediente se incoa por denuncia de una sola persona.

· El denunciante tiene su vivienda habitual en Madrid, viniendo al pueblo esporádicamente.

· El perjuicio que se le hubiera podido causar es mínimo.

· No ha habido reiteración de hechos ni existencia de causar molestias.

· Desconocimiento de que no se pudiese tener en el local equipos de reproducción sonora

· Entiende que un cierre por tres meses sería tanto como abocarlo a un cierre total y definitivo del negocio.

· Solicita que no se le sancione y, subsidiariamente, estima que en caso de así hacerse la sanción más ajustada sería la de cierre parcial del establecimiento, en horarios de tarde/noche, por plazo de una semana.

Considerando que no hay constancia de que el denunciante no ha formulado alegaciones al pliego de cargos.


Considerando que las alegaciones al pliego de cargos formuladas por el denunciado no desvirtúan, dicho con todo el respeto a los argumentos formulados, ni los hechos ni la calificación jurídica de los mismos planteados en la propuesta de resolución.


Considerando que todas las alegaciones realizadas por el denunciado han sido tenidas en cuenta, precisamente, en la propuesta de resolución a la hora de graduar la sanción que imponer.


Considerando que, en lo que se refiere al “desconocimiento de que no pudiese tener en el local equipos de reproducción sonora”, tampoco puede ser tenida en cuenta, ya que la Junta de Gobierno Local, en su sesión de 5 de diciembre de 2014, adoptó de forma unánime el siguiente acuerdo, que fue notificado al denunciado en esa misma fecha, y contra el que no fue presentado recurso de clase alguna:


“5º. Escritos e instancias.


5º.1º. Escritos presentados por don Manuel Torres Valor en relación con el establecimiento denominado Bar Garrido. 


……....................................................................................................................................................................................................


Primero. Requerir al titular del establecimiento denominado “Bar Garrido”, situado en Calle Nueva, nº 1, de este municipio, y que según los datos obrantes en el Ayuntamiento es don Francisco Garrido Mateos, para que el ejercicio de la actividad amparada por la licencia de usos y actividades concedida se lleve a cabo en estricta y exacta conformidad con el contenido de la Memoria redactada por técnico competente y que sirvió de base para la concesión de la licencia mencionada. A tal efecto, y por si usted no dispusiera de ese documento, se señala a todos los efectos que podrá obtener copia legítima del mismo en las dependencias municipales.


Segundo. Advertir al titular del establecimiento de que el incumplimiento de las condiciones establecidas en la comunicación ambiental puede suponer, en su caso, infracción a la Ley 5/2010, de 23 de junio, de prevención y calidad ambiental de la Comunidad Autónoma de Extremadura, con todos los efectos que de ello se pudieren derivar.
……………………………………………………………………………………………………………………………………………………………”

Considerando toda la normativa y Jurisprudencia de aplicación al asunto, profusamente citada en el cuerpo del presente acuerdo.


Resultando que esta Junta de Gobierno Local es competente para resolver, por unanimidad se adopta el siguiente acuerdo:


Primero. Desestimar íntegramente las alegaciones formuladas por el denunciado al pliego de cargos del expediente 1/2015.


Segundo. Calificar la infracción como leve, por vulneración del artículo 153.3.c) de la Ley 5/2010, de 23 de junio, de prevención y calidad ambiental de la Comunidad Autónoma de Extremdura, en relación con los artículos 68 a 74, ambos inclusive, de dicho texto legal (“Incumplir las condiciones recogidas en la comunicación ambiental sin que se haya producido un daño o deterioro grave para el medio ambiente o sin que se haya puesto en peligro grave la seguridad o salud de las personas”), y ello por los siguientes hechos: existencia en el local del que el denunciado es titular (Bar Garrido, situado en Calle Nueva, nº 1), de equipos de reproducción sonora, y uso continuado de los mismos.


Tercero. Tener por autor de la infracción citada a don Francisco Garrido Mateos, con DNI 08897527 – T, en tanto que titular del establecimiento denominado “Bar Garrido”.


Cuarto. Imponer a Don Francisco Garrido Mateos, con DNI número 08897527 – T la sanción de clausura temporal total del establecimiento denominado “Bar Garrido” por plazo de tres meses, a tenor de lo previsto en el artículo 154.1.c) de la Ley 5/2010, de 23 de junio, de prevención y calidad ambiental de la Comunidad Autónoma de Extremdura.


Quinto. Determinar que el cierre citado deberá producirse en el plazo máximo de dos días hábiles, a contar desde el siguiente al de la recepción de la notificación del presente acuerdo, con apercibimiento expreso de que si no se procede a la ejecución directa por el inculpado, se procederá por este Ayuntamiento al cierre por ejecución forzosa mediante ejecución subsidiaria, por ser actos no personalísimos, conforme a lo establecido en los artículos 93, 96, y 98 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común, y todo ello a costa de este Ayuntamiento, que ejecutará este acuerdo, en su caso, dentro del plazo de dos días naturales a contar desde el fin del término expresado anteriormente, con sus propios medios materiales y personales, y con auxilio, si fuere preciso, del Cuerpo de Seguridad del Estado competente previa solicitud formulada en legal forma.

Sexto. Notificar el presente acuerdo a los interesados.
7º. Ruegos y preguntas.

Sin intervenciones. 

Y sin más asuntos que tratar, se levanta la sesión a las 14 horas y 10 minutos del día señalado en el encabezamiento. Doy fe.
EL ALCALDE                                                                                                         EL SECRETARIO - INTERVENTOR

Fdo.: Martín Caballero Horrillo                                                                      Fdo.: Manuel Caballero Muñoz
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En Valle de la Serena, a 30 de diciembre de 2015, previamente convocados al efecto y siendo las 13 horas y 30 minutos, se reúnen en esta Casa Consistorial los señores al margen relacionados con objeto de celebrar, en primera convocatoria, sesión extraordinaria  de la Junta de Gobierno Local. 


	Preside el Señor Alcalde – Presidente, don Martín Caballero Horrillo Da fe del acto el Secretario – Interventor del Ayuntamiento, Manuel Caballero Muñoz.








�	 Si bien se hace constar en esta propuesta de Resolución que el órgano competente para resolver es la Junta de Gobierno Local, por delegación conferida por la Alcaldía en su Decreto de 15 de junio de 2015, BOP número 115, de 18 de junio de 2015.
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